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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

   
       SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo.  

Pereira, agosto dieciocho de dos mil nueve
Expediente 66001-31-03-005-2001-00097-02
Acta Nro. 395 de agosto 18 e 2009
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto contra el auto del 13 de marzo de 2009 proferido por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, en este proceso ejecutivo con título hipotecario promovido por la Empresa de Energía del Pacífico ESP -EPSA ESP- frente a la sociedad Guayacanes Ltda. 
ANTECEDENTES
   



Con demanda presentada por EPSA ESP, se inició proceso ejecutivo con título hipotecario contra la sociedad Guayacanes Ltda., tendiente al pago de unas sumas de dinero. 
  



Luego de surtidos los trámites necesarios hasta obtener sentencia, con auto del 15 de octubre de 2004, en vista de que ninguna de las partes allegó en debida forma el avalúo del bien a rematar, dispuso el juzgado que a costa de los interesados la Secretaría de Hacienda Municipal de Dosquebradas certificara el valor del mismo; el oficio respectivo fue elaborado el 3 de diciembre de ese año; la respuesta negativa se recibió el 17 de mayo de 2005 y de allí vino la última actuación antes de que se solicitara la perención, que lo fue el auto del 5 de julio de 2005, con el que se pidió al Instituto Geográfico Agustín Codazzi con sede en Santa Rosa de Cabal, que remitiera, a costa de la parte interesada, el avalúo catastral del bien. 

  



En atención a esa circunstancia, el apoderado judicial de la demandada promovió la perención del proceso con apoyo en lo reglado por la Ley 1285 de 2009 y, subsidiariamente, pidió que se aplicara el desistimiento tácito que regula la Ley 1194 de 2008. 

 



Lo primero fue negado por el juzgado con el argumento de que la Ley empezó a regir el 22 de enero del año que avanza y, por tanto, no han corrido los nueve meses que ella señala y no puede ser aplicada en forma retroactiva; en cambio, accedió a la aplicación de la Ley 1194 y como consecuencia de ello requirió a la parte actora para que cumpliera con la carga procesal pendiente so pena de tomar las determinaciones que de allí derivaran. 

La parte demandada recurrió en reposición y en subsidio apelación, pero el juzgado se mantuvo en lo resuelto y eso dio lugar a la alzada que ahora se resuelve, una vez la impugnante sustentó la alzada en el sentido de que la ley referida opera de manera inmediata y no se requiere que transcurran los 9 meses para su aplicación.  

CONSIDERACIONES

La petición de la parte demandada que le fue negada, tiene asidero en la Ley 1285 de 2009, cuyo artículo 23, que debe entenderse como un artículo nuevo de la Ley 270 de 1996 en virtud de lo resuelto por la Corte Constitucional en las sentencias C-713/08 y C-037 de 1996, reza: 
“Mientras se expiden las reformas procesales tendientes a la agilización y descongestión en los diferentes procesos judiciales, adóptense las siguientes disposiciones:
a) Perención en procesos ejecutivos: En los procesos ejecutivos, si el expediente permanece en la secretaría durante nueve (9) meses o más por falta de impulso cuando este corresponda al demandante o por estar pendiente la notificación del mandamiento de pago a uno o varios ejecutados de un auto cuando la misma corresponda adelantarla al ejecutante, el juez de oficio, o a solicitud del ejecutado, ordenará la perención con la consiguiente devolución de la demanda y de sus anexos y, si fuera del caso, la cancelación de las medidas cautelares evento en el cual condenará en costas y perjuicios al ejecutante. El auto que ordene devolver la demanda es apelable en el efecto suspensivo, y el que lo deniegue, en el devolutivo.

Son varias las premisas que presenta la norma transcrita como presupuestos necesarios para la procedencia de la declaratoria de la perención en los procesos ejecutivos, pero a este caso importa resaltar dos: (i) que transcurra un término de 9 meses o más sin que el proceso reciba impulso; y (ii) que ese impulso corresponda al demandante o esté pendiente la notificación del mandamiento ejecutivo a uno o varios de los ejecutados. 

El primer aspecto debe abordarse desde la perspectiva de la vigencia de la ley procesal civil en el tiempo, dado que el juez consideró que los 9 meses corren desde su vigencia, en tanto que el recurrente piensa que como la norma aplica de manera inmediata,  cubre los procesos ejecutivos que por desidia de la parte demandante han estado inactivos por ese lapso aun antes de dicha vigencia. 
Pues bien, varias hipótesis se construyen sobre la aludida vigencia, según se trate de procesos ya terminados o de los que aún no han iniciado; respecto de aquellos, ninguna incidencia tiene la nueva ley; para estos, en cambio, es claro que se regirán por las disposiciones vigentes al tiempo de formularse la demanda. 
Hasta ahí, pues, no hay dificultad, la que sí se presenta para los procesos que están en curso y durante su trámite sobreviene un cambio de legislación o una regulación nueva. En este evento, hay que recordar que el artículo 40 de la Ley 153 de 1887 lleva impreso el sello de la irretroactividad de la ley, que es la regla general, porque sólo rige para el futuro, es decir, para los hechos acaecidos con posterioridad a su vigencia.  Eso no quita, claro está, que se hable de ultractividad de la ley antigua, en cuanto sigue rigiendo los términos que hubieren empezado a correr, las actuaciones y diligencias que ya estuvieren iniciadas. Pero, se insiste, la irretroactividad es la regla que se impone y que se traduce, sencillamente, en que para que un hecho quede cobijado por la nueva disposición legal, todos sus supuestos deben darse una vez entre a regir.

Para el caso de la perención es bueno recordar que tuvo regulación en el artículo 346 del C. de P. Civil, y para los procesos ejecutivos se equiparaba al simple levantamiento de las medidas cautelares; sin embargo, la Ley 794 de 2003 derogó esta norma, con todas las implicaciones que ello tuvo.  Desaparecida esa facultad procesal, nada importaba que un proceso estuviera inactivo un mes, o un año, o más, porque ninguna sanción procesal existió desde la vigencia de dicha normativa.  El legislador, recogiendo seguramente el clamor general por recuperar una importante institución procesal que sin mucho criterio había desaparecido, ideó la figura del desistimiento tácito que plasmó en la Ley 1194 de 2008, que abrió margen a la discusión de si ella era aplicable a los procesos ejecutivos o no, aunque pronto se tomó partido por la respuesta afirmativa, pues de lo contrario no se entendería que el inciso cuarto del artículo 1° de la ley aludiera al mandamiento ejecutivo. 

A la par con ello venía ya fraguándose una reforma a la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, que se consolidó con la Ley 1285 citada, y en la que se introdujo, como ya está dicho, la perención, pero esta vez de manera exclusiva para los procesos ejecutivos y con una finalidad completamente diversa a la que originalmente tenía el artículo 346, porque en esta oportunidad se previó la terminación misma del proceso, efecto que antes no se contemplaba. 

Es decir, que esta norma viene a erigirse como una sanción para el demandante que no ha cumplido sus cargas.  Pero esa sanción, visto el efecto futuro que tiene la ley procesal civil, que siendo de aplicación inmediata no rige hechos acaecidos en vigencia de la ley anterior, sólo puede invocarse, a no dudarlo, cuando se cumpla la especial condición que allí se impuso: nueve meses de inactividad, y estos sólo pueden contarse, por ese mismo efecto, desde cuando entró a regir, de manera que no es posible tomar el tiempo anterior porque ello pondría en entredicho la seguridad que deben brindar las normas procesales.  Dicho de otra forma, un proceso que se ha desarrollado dentro del cauce normal y que no tiene prevista la perención por la inactividad de una de las partes, debe mantenerse incólume frente a una norma que regule esa materia mientras no se cumplan los supuestos fácticos que ella determine, que para el caso, entre otros es el paso del tiempo, nueve meses, que efectivamente deben contabilizarse desde el 22 de enero de 2009, cuando fue promulgada.

Si se pensara de manera diferente, se le estaría dando aplicación retroactiva a la norma, proscrita en materia procesal civil, mucho más cuando se trata de imponer una sanción, que no es otra cosa lo que implica la perención.  
En este sentido, tuvo razón el juez de primera instancia al negar la perención en este caso concreto, porque como están las cosas, tal figura sólo tendrá cabida después del mes de octubre del presente año, esto es, cuando se cumpla el requisito temporal que fija la norma. 

La providencia, en consecuencia, será confirmada, sin perjuicio de que se diga que en los procesos ejecutivos habría que analizar si pueden aplicarse indistintamente dos normas que tienden a un mismo fin: la perención y el desistimiento tácito, o si una de ellas debe prevalecer sobre la otra, cuestión que no debe abordar ahora la Sala porque eventualmente podría afectar los intereses de quien es apelante único. Y no sólo eso; también es preciso examinar si en un proceso que ya tiene sentencia que ordena seguir adelante la ejecución y que está pendiente del remate de los bienes embargados y secuestrados, se puede decretar la perención por la inactividad del demandante o bien, el desistimiento tácito, si es que se concluyera que ambas figuras pueden subsistir respecto de un trámite ejecutivo.  
Sin embargo, no se ocupará de estas cuestiones la Sala, por la incidencia que ello podría tener en el proceso en las condiciones en que se encuentra actualmente. 
  



En esta sede no hay lugar a costas de acuerdo con lo previsto en el numeral 5° del artículo 392 del C.P.C.


DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil - Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA el auto del 13 de marzo de 2009 proferido por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, en este proceso ejecutivo con título hipotecario promovido por la Empresa de Energía del Pacífico ESP -EPSA ESP- frente a la sociedad Guayacanes Ltda., en cuanto negó la perención impetrada.  
Sin costas. 
   



Notifíquese 





Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                     CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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